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Con Oficio Nº 8381-01-575 de fecha 10 de abril de 2001, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental de Barquisimeto, remitió a esta Sala el expediente contentivo del recurso de nulidad interpuesto conjuntamente con acción de amparo constitucional por el ciudadano PEDRO JOSÉ SÁNCHEZ RIVERO  titular de la cédula de identidad Nº 7.369.023, asistido por la abogada Mary R. Millano Z. inscrita en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el Nº 65.446, contra la Resolución Nº 43 de fecha 31 de marzo de 2000, la cual fue notificada por instrucciones del Ministro de Educación, Cultura y Deportes en fecha 13 de septiembre de  2000, mediante la cual hace del conocimiento del ciudadano anteriormente señalado,  que fue separado sin goce de sueldo por un lapso de dos (2) años del cargo de Docente IV de aula en la U.E.N. “Ciudad Bolívar” que venía desempeñando.

La remisión se efectuó en virtud de la decisión dictada por el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental, Barquisimeto en fecha 5 de abril de 2001, que estableció: “la competencia de este Juzgado Contencioso Administrativo está establecida en el artículo 181 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, el cual es competente para conocer en materia, cuando se impugnan actos administrativos emanados del Estado como entidad regional y de las Municipalidades siempre y cuando sean impugnados por razones de ilegalidad. 

Ahora bien, en el presente caso, la acción de amparo y nulidad se interpone contra un acto administrativo emanado del MINISTRO (sic) DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE, Decreto Nº 43 de fecha 31 de marzo de 2000, el cual es un Órgano Nacional donde la decisión emana del Ministro, cuya competencia está atribuida a la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, tal como lo establece el artículo 42 numeral (sic), numeral 10º...”.
El 25 de abril de abril de 2001, se dio cuenta en Sala y por auto de esa misma fecha se designó ponente al Magistrado Hadel Mostafá Paolini. 

Realizado el estudio del expediente, pasa esta Sala a decidir, previa las siguientes consideraciones:

I

ANTECEDENTES

Mediante escrito presentado en fecha 16 de marzo de 2001, ante el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental, Barquisimeto, el ciudadano Pedro José Sánchez Rivero, asistido de abogado, ejerció recurso de nulidad conjuntamente con acción de amparo constitucional contra la Resolución Nº 43 de fecha 31 de marzo de 2000, suscrita por el Ministro de Educación, Cultura y Deporte, mediante la cual fue suspendido por dos (2) años, sin goce de sueldo del cargo de docente IV en la U.E.N “Ciudad Bolívar” En efecto denunció que la Resolución impugnada violó el derecho a la defensa y al debido proceso, en virtud de que dicho acto administrativo fue dictado sin la notificación del procedimiento a los efectos de que se expusiera la defensa correspondiente dentro de los lapsos establecidos en la ley. Por lo que denunció como violado el artículo 26 referido al derecho a la defensa; los artículos 49, 138 y 131 referidos al debido proceso; derecho al trabajo consagrado en los artículos 87, 89 y 91; a la estabilidad laboral artículo 93; a la integridad física, psíquica y moral artículo 46 y el derecho a la protección de su honor y reputación artículo 60, todos estos de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

En decisión de fecha 5 de abril de 2001, el mencionado Juzgado declaró que la competencia para conocer del recurso de nulidad y amparo interpuestos, correspondía a la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42, numeral 10º de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia. En consecuencia, resolvió remitir el expediente a esta Sala, lo cual se cumplió mediante Oficio Nº 8381-01-5775.

II

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR

Siendo la oportunidad para pronunciarse sobre la declinatoria de competencia planteada, debe la Sala establecer la competencia para conocer del caso de autos y, en tal sentido, observa:

En el presente caso se ha interpuesto un recurso de nulidad conjuntamente con acción de amparo constitucional contra la Resolución Nº 43 de fecha 31 de marzo de 2000, suscrita por el Ministro de Educación, Cultura y Deportes, mediante el cual fue separado del cargo que venía desempeñando de Docente IV del aula U.E.N “Ciudad Bolívar” sin goce de sueldo por un lapso de dos (2) años al ciudadano Pedro José Sánchez 

Por su parte, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Centro Occidental, declaró que, en virtud de que el acto administrativo impugnado emanó del Ministro de Educación, Cultura y Deporte, el cual es un órgano nacional, donde la decisión emana del Ministro, conforme a lo dispuesto en el artículo 42, numeral 10º de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, la competencia para conocer del presente caso corresponde a esta Sala.

Así las cosas, se observa que la materia sustantiva objeto de análisis viene dada por la naturaleza del acto impugnado, así como del órgano del que emana dicho acto, es decir, un recurso de nulidad contra la Resolución Nº 43 de fecha 31 de marzo 2000, suscrita por el Ministro de Educación, Cultura y Deportes que, como se indicó, suspendió sin goce de sueldo por un lapso de dos (2) años al ciudadano Pedro José Sánchez del cargo de Docente IV que venía desempeñando en el U.E.N “Ciudad Bolívar”. 

Ahora bien, observa la Sala que corresponde a la jurisdicción laboral el conocimiento y decisión de todos los asuntos vinculados con dicha materia, en virtud de los principios de integridad, especialidad y exclusividad que abriga a dicha jurisdicción, según lo preceptuado en el artículo 5 de la Ley Orgánica del Trabajo, salvo las excepciones que la misma ley establece, a saber: i) procedimientos de conciliación y de arbitrajes (artículo 655 ejusdem), que será de la competencia de la Junta de Conciliación o de Arbitraje, según el caso; y ii) en los casos de recursos ejercidos contra las decisiones o resoluciones del Ministro del Trabajo relativas a la negativa de éste de registrar las organizaciones sindicales (artículo 425 ejusdem), las federaciones y confederaciones sindicales (artículo 465 ibidem), y, finalmente, la negativa a la oposición que se haga de las convocatorias para negociaciones en convenciones colectivas (artículo 519 ibidem) en cuyos casos, el ejercicio del recurso es ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

Por otra parte la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo estableció en sentencia de fecha 3 de mayo de 2000, Caso: Carmen Mercedes Pineda de Alvarado contra la Gobernación del Estado Lara lo siguiente: 

“El artículo 5º de la Ley Orgánica del Trabajo dispone:

“La legislación procesal, la organización de los tribunales y la jurisdicción especial del Trabajo se orientarán por el propósito de ofrecer a los trabajadores y patronos la solución de los conflictos sobre derechos individuales o colectivos que surjan entre ellos, mediante una administración de justicia rápida, sencilla y gratuita.

Los conflictos colectivos sobre intereses y los que se planteen para exigir el fiel cumplimiento de los compromisos contraídos  se tramitarán de acuerdo a lo pautado en el Título VII de esta Ley”.

En este sentido, el artículo 1º de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo, dispone:

Los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación al arbitraje, y en todo caso las cuestiones de carácter contencioso que suscite la aplicación de las disposiciones legales y de las estipulaciones de los contratos de trabajo, serán sustanciados y decididos por los Tribunales del Trabajo que indican en la presente Ley.”

 

En el caso aquí examinado, aún cuando nos estamos refiriendo a un recurso de nulidad  contra una resolución emanada de un Ministro, no menos cierto es que quien lo interpone es un docente, por lo que la ley  que los rige es la  Ley  de  Educación,  la  que  en  su  artículo  86   establece: “Los miembros del personal docente se regirán en sus relaciones de trabajo por las disposiciones de esta Ley y por la Ley del Trabajo”.  Asimismo el artículo 87 ejúsdem prevé: “ Los profesionales de la docencia gozarán de las prestaciones sociales en las mismas formas y condiciones que la ley del trabajo establece para los trabajadores, sin perjuicio de los beneficios acordados por otros medios”. 

Ello así, se observa que en el presente caso no estamos frente a un asunto que configure la competencia especial y excepcional en materia del trabajo a favor de la jurisdicción contencioso administrativa, de conformidad con el artículo 42, numeral 10º, de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, toda vez que la controversia está relacionada con la suspensión del cargo de docente por dos (2) años sin goce de sueldo del ciudadano Pedro José Sánchez

En consecuencia, la competencia para conocer del caso de autos corresponde a un Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, Barquisimeto.

 

III

DECISIÓN
En virtud de los razonamientos expuestos, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara COMPETENTE a un Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, para conocer del recurso de nulidad interpuesto conjuntamente con acción de amparo constitucional por el ciudadano Pedro José Sánchez asistido de abogado, contra la Resolución Nº 43 de fecha 31 de marzo de 2000, suscrita por el Ministro de Educación, Cultura y Deportes, mediante el cual se suspendió de sus funciones de Docente IV de aula en la U.E.N “Ciudad Bolivar” sin goce de sueldo por un lapso de dos (2) años al ciudadano Pedro José Sánchez. En consecuencia, se ORDENA remitir el presente expediente al Juzgado Distribuidor de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara.

Publíquese, regístrese y notifíquese. Cúmplase lo ordenado. 

Dada, sellada y firmada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas, a los once (11) días del mes de diciembre de dos mil uno (2001). Años: 191º de la Independencia y 142º de la Federación.

         El Presidente,

 

LEVIS IGNACIO ZERPA

El Vicepresidente-Ponente,

 

 HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

                 Magistrada,

 

YOLANDA JAIMES GUERRERO

La Secretaria,

 

ANAÍS MEJÍA CALZADILLA

Exp. 2001-0308

En doce (12) de diciembre del año dos mil uno, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 02967.
